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1. ASUNTO A DECIDIR
 


Se procede a resolver las impugnaciones presentadas por la Dirección del Instituto Nacional Penitenciario INPEC y la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC frente al fallo de tutela emitido el 26 de mayo de 2017 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, Risaralda,  dentro de la acción de tutela interpuesta por el abogado Holmes Orlando Trejos Girón actuando como agente oficioso de los señores Gustavo Correa Moncada, Víctor Hugo Posada Isaza y Dorian Alexis Restrepo Osorio en contra de dichas entidades por considerar vulnerados los derechos fundamentales a la dignidad humana, la salud y a la vida.
 

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
 

2.1. Informó el abogado Trejos Girón que el 13 de marzo de 2017 al señor Gustavo Correa Moncada le fue formulada imputación por el delito de homicidio, razón por la cual el Juez Segundo Promiscuo Municipal en Función de Control de Garantías de Belén de Umbría, Risaralda le impuso la medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento carcelario de Anserma, Caldas, pero ese centro de reclusión se ha negado reiteradamente en recibirlo en sus instalaciones, motivo por el cual ha tenido que permanecer en los calabozos de la Estación de Policía de Belén de Umbría, Risaralda.
Indicó que dicho centro de reclusión tampoco ha recibido a los señores Víctor Hugo Posada Isaza y Dorian Alexis Restrepo Osorio, vinculados por el delito de extorsión, quienes fueron cobijados con medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en establecimiento carcelario, ordenados por un juez de control de garantías  para que fueran recluidos en el centro carcelario de Anserma, Caldas.

Por lo anterior, consideró que se han vulnerado los derechos constitucionales y fundamentales a la dignidad humana, a la salud y a la vida, lo que permite promover la acción constitucional para su protección de los señores Gustavo Correa Moncada, Víctor Hugo Posada Isaza y Dorian Alexis Restrepo Osorio.

En el acápite de pretensiones, el agente oficioso de los accionantes solicitó tutelar los derechos fundamentales invocados a favor de las personas antes referidas y en tal sentido, ordenar al INPEC que los reciba en sus instalaciones.
2.2. El abogado Holmes Orlando Trejos Girón adjuntó copias de los siguientes documentos: i) acta de audiencias preliminares del 22 de abril de 2017 del Juzgado Promiscuo Municipal con Función de Garantías de Balboa, Rda. llevadas en contra de los señores  Víctor Hugo Posada Isaza y Dorian Alexis Restrepo Osorio, donde aparece como defensor público, el abogado Holmes Orlando Trejos Girón; ii) acta de audiencias preliminares llevadas a cabo el 13 de marzo de 2017 por el Juzgado 2º Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, Rda. en contra del señor Gustavo Correa Moncada, ii) solicitudes dirigidas por la Dirección de Investigación Criminal e Interpol de Risaralda de Belén de Umbría, Rda. a la Dirección EPMSC de Anserma, Caldas, para que recibieran  al señor Gustavo Correa Moncada, las cuales tienen fechas del 10,  17, 22 y 27 de marzo de 2017 y del 17, 21  y 24 de abril de 2017, iv) informes de actividades suscritos por  la Dirección de Investigación Criminal e Interpol de Risaralda de Belén de Umbría, Rda., con respecto al detenido Gustavo Correa Moncada dirigidos al Personero de Belén de Umbría y al Comandante Tercer Distrito de la Policía de Belén de Umbría, Rda., y al jefe Seccional de Investigación Criminal de Risaralda, y v) solicitud elevada por el Investigador Criminal de la Unidad Básica de Investigación Criminal de Belén de Umbría al Hospital Universitario San Jorge de ese municipio para que valoraran al señor Gustavo correa Moncada  (Fls. 1-18)

2.3 El juzgado de primera instancia avocó conocimiento de la acción de tutela mediante auto del 15 de mayo de 2017, ordenó correr traslado de la misma a al Director del INPEC, al Director del EPMC de Anserma, Caldas (Fl. 21) y mediante auto del 23 de mayo del presente año, ordenó vincular a la Policía Nacional de Belén de Umbría y de Pereira; así como al Jefe de la Unidad Básica de Investigación Criminal de Belén de Umbría, Risaralda, a la USPEC, y al Ministerio de Justicia y Derecho- Dirección de Política Criminal y Penitenciaria (Fl. 57). 

3. RESPUESTAS A LA ACCIÓN DE TUTELA
        

3.1. INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO –INPEC DE RISARALDA
Indicó que no es su competencia “subsanar” las pretensiones de los accionantes, toda vez que esa entidad no ha vulnerado ningún derecho fundamental a los mismos, pues el INPEC ha gestionado todo lo institucionalmente posible ordenando al Establecimiento de Anserma, Caldas el recibimiento de todos los condenados y sindicados que en este momento se encuentran en disposición de la policía del municipio.
Expuso que con el propósito de dar cumplimiento a lo ordenado por la Dirección General del INPEC se han presentado varias denuncias penales y disciplinarias contra integrantes del sindicato del INPEC por impedir el ingreso de personas privadas de la libertad a ese establecimiento.  Aseguró que la dirección regional el 5 de mayo de 2017 compulsó copias a la Procuraduría General de la Nación y Fiscalía General de la Nación para establecer la posible trasgresión penal y la responsabilidad disciplinaria.

Por lo anterior, planteó la existencia de falta de legitimación en la causa por pasiva respecto de la Dirección General del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, Dirección del EPMS de Anserma, Caldas y Dirección INPEC Regional Viejo Caldas, para el acatamiento de las pretensiones del accionante. (Fls. 25-42). 
3.2.  EPMSC DE ANSERMA, CALDAS.
Su dirección indicó que los motivos para la negación del encarcelamiento en sus instalaciones del señor Gustavo Correa Moncada, obedece a que La Unión de Trabajadores Penitenciarios (UTP) y otras organizaciones han estado adelantando jornadas de protestas en las cárceles del país denominadas “plan reglamento” consistente en no recibir internos con órdenes judiciales, justificándose en aplicar el artículo 92 de la ley 1709 de 2014 que indica que no debe existir una sobrepoblación superior de 20% de capacidad real del establecimiento.

Afirmó que tal negación no está dentro del ámbito de sus responsabilidades pues aunque es su obligación acatar las órdenes relacionadas con el aparato judicial, no ha podido cumplir con las mismas por los actos encaminados por el organismo sindical, dejándole como única alternativa instaurar acciones penales y disciplinarias contra los miembros de dicha organización y contra los funcionarios que se sumen a los hechos.
Señaló que el accionante no especificó quienes se negaron en recibir a los señores Víctor Hugo Posada y Dorian Alexis Mendoza, aun así recalcó que no es él el responsable de las múltiples negaciones.

Por lo anterior afirmó que sobre la petición de la acción de tutela le corresponde al Sindicato UTP y sus representantes en el EPMSC de Anserma, Caldas responder por las acciones de hecho que adelantan. (Fls. 43-55).
3.3 UNIDAD DE SERVICIOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS –USPEC-
Indicó su Representante que la USPEC carece de competencia para trasladar y asignar cupos en los establecimientos carcelarios para las personas que están sindicadas en estaciones de Policía.

Informó que si las personas cuentan con  una orden judicial ante el INPEC es esa entidad la que debe proceder al traslado inmediato del sindicado al establecimiento que corresponda de acuerdo a La ley 65 de 1993 y demás normas relacionadas.
Resaltó que en consideración con el artículo 51 de la ley 1709 de 2014, el INPEC debe trasladar y asignar cupo a las personas que por orden de un juez deban estar recluidos y es función del Establecimiento penitenciario junto con el INPEC recibir al interno para que pueda cumplir su pena.  En tal sentido, solicitó se tuvieran en cuenta los argumentos planteados y se le desvinculara de la acción constitucional a la USPEC (Fls. 61-73).
3.4 MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO.

La Directora de Política Criminal y Penitenciaria informó que ese Ministerio desempeña la función de formular, diseñar, elaborar estudios y presentar propuestas políticas en materia penitenciaria y carcelaria y los lineamientos para la misma, mientras que de conformidad con el decreto 4151 de 2011 le corresponde al INPEC la custodia, vigilancia y administración de los establecimientos penitenciarios y carcelarios del orden nacional, así como las relacionadas con los procesos penales para el cumplimiento de las providencias judiciales que dispongan detenciones o penas privativas de la libertad.

Solicitó declarar la improcedencia de la acción en lo que respecta al Ministerio de Justicia y Derecho, por  falta de legitimidad por pasiva. Así mismo, solicitó desvincular al mismo de la acción y continuar con la acción con las entidades responsables frente a la satisfacción de la pretendida violación de los derechos fundamentales sustento de la presente acción  (Fls. 74-77) 

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 26 de mayo de 2017 el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría resolvió tutelar lo derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas, a la salud e igualdad a los señores Gustavo Correa Moncada, Víctor Hugo Posada Isaza y Dorian Alexis Restrepo Osorio y en consecuencia dispuso lo siguiente:
“… SEGUNDO: ORDENAR a INSTITUTO PENITENCIARIO Y CARCELARIO INPEC REGIONAL VIEJO CALDAS, EL ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO DE MEDIANA SEGURIDAD Y CARCELARIO DE ANSERMA, a través de sus representantes legales o quien haga sus veces, si aún no lo han hecho, para que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo, se ordene y se materialice el ingreso al centro de reclusión de los señores  GUSTAVO CORREA MONCADA, VÍCTOR HUGO POSADA ISAZA, DORIAN ALEXIS RESTREPO OSORIO, quienes se encuentran ubicados en el Comando de la Policía de Belén de Umbría, Risaralda.

TERCERO: Se ordena al COMANDO DE LA POLICÍA DE BELÉN DE UMBRÍA Risaralda y al JEFE DE LA UNIDAD BÁSICA DE LA INVESTIGACIÓN CRIMINAL DE BELÉN DE UMBRÍA para que en lo sucesivo se abstengan de recibir reclusos a los cuales se hubiere impuesto medida de aseguramiento, siendo obligación del INPEC dicha tarea.

CUARTO: Se ordena a la UNIDAD DE SERVICIOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS USPEC, para que en el término improrrogable de 48 horas suministre al establecimiento penitenciario de Anserma, Caldas y en especial a los accionantes, todo lo relacionado con adecuada alimentación, adecuada prestación de los servicios de salud, y de sanidad, así como colchones y cobijas. Igualmente que para dentro de los seis meses siguientes proceda a garantizar la infraestructura adecuada en la Cárcel de Anserma, haciendo las inversiones que se estimen necesarias para la adecuación construcción, ampliación del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Anserma, que reúna las condiciones exigidas en los protocolos pertinentes.

QUINTO: Se exhorta a la DIRECCIÓN DE POLÍTICA CRIMINAL Y PENITENCIARA DEL MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO para que presente al señor Ministro de Justicia y del Derecho y Señor Presidente de la República, un programa de política criminal y penitenciaria acorde con las necesidades reales de la sociedad, de la población reclusa, que sea coherente y clara, no contradictoria, teniendo como base, las estadísticas de la población reclusa, un examen riguroso de aquellos delitos y casos de reincidencia, de escasa entidad y sobre los cuales actualmente debe imponerse una medida intramural por expresa orden legal, circunstancia que sin duda causa el grave hacinamiento que aquí se observa…”.

El 30 de mayo de 2017 fueron notificadas las entidades accionadas, así:

El INPEC, El director del EPMSC de Anserma, Caldas fueron notificados del fallo de tutela a través del correo electrónico notitifaciones@inpec.gov.co  (Fls 101 y 104, vuelto).

La USPEC fue notificada a los correos electrónicos aciudadano@uspec.gov.co, Jose.olarte@uspec.gov.co y buzonjudicial@uspec.gov.co (Fl, 100, vuelto).

La Dirección de Política Criminal y Penitenciaria del Ministerio de Justicia y del Derecho fue notificado a los correos electrónicos servicio.ciudadano@minjusticia.gov.co (Fl. 104).

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN 
5.1 INPEC
Presentó escrito de impugnación a través de correo electrónico enviado el 1º de junio de 2017 (folio 123 vuelto), indicando que de acuerdo al artículo 17 de la ley 65 de 1993, Código Penitenciario y Carcelario, en lo que refiere a cárceles departamentales y municipales corresponde a los respectivos departamentos, municipios, áreas metropolitanas, etc. “la creación, fusión o supresión, dirección, organización, administración, sostenimiento y vigilancia de las cárceles a las personas detenidas preventivamente y condenadas por contravenciones que impliquen privación de la libertad  por orden de la autoridad policiva…” por lo tanto, consideró que debieron proferirse órdenes claras y precisas al Municipio de Anserma, Belén de Umbría, Gobernación de Caldas y de Risaralda, para que estas lleven a cabo las gestiones encaminadas a solucionar el hacinamiento de las estaciones de policía de Anserma y Belén de Umbría, para que dichas entidades territoriales ejerzan su responsabilidad sobre los internos de sus jurisdicciones, encontrándose ante una falta de integración en la litis por parte del A quo.

Agregó que en cumplimiento del artículo 12 de la ley 1709 de 2014 también debe ordenarse a la Fiscalía General de la Nación y al Consejo Superior de la Judicatura que informen qué gestiones se han desarrollado para cumplir con las obligaciones legales.

Por lo anterior, expuso que el hacinamiento de las cárceles es consecuencia de la alta sobrepoblación reclusa, lo que no está al alcance de una institución como el INPEC, pues además es una problemática que ante todo compete al Estado, señaló al respecto que el INPEC cuentan con 77.874 cupos carcelarios y en la actualidad alberga 115.881 internos.

Concluyó que el INPEC, a través de la Regional Viejo Caldas y EPMSC Anserma, no están vulnerando derechos fundamentales a los accionantes, toda vez que de acuerdo a sus pretensiones, la competencia recae sobre las entidades territoriales, las que no fueron vinculadas. Por lo tanto, solicitó se revocara la decisión de primera instancia o se decretara la nulidad de lo actuado por vulneración al debido proceso. (Fls. 105-123).

5.2 USPEC

Impugnó el numeral segundo del fallo mediante oficio que envió por correo electrónico el 2 de junio de 2017 (folio 139, vuelto), indicando que ellos han tenido a cargo el suministro del servicio de alimentación a las personas privadas de la libertad, para lo cual celebraron un contrato de Comisión Mercantil No.336 con  la Bolsa Mercantil de Colombia, para así prestar dicho servicio a la población recluida en los establecimientos de reclusión del Orden Nacional, en los centros de reclusión militar y en las estaciones de policía a cargo del INPEC.

Informó que además de esta obligación, el INPEC coadyuva con la garantía de la prestación del servicio estableciendo un Comité de Seguimiento al Suministro de la Alimentación COSAL, quienes deben realizar seguimiento al cumplimiento del servicio de alimentación, gramaje, cumplimiento de horarios de distribución, inspección de calidad de la materia prima empleada en la preparación de los alimentos. Al respecto indicó que el INPEC COSAL no le ha informado de las irregularidades presentadas por el accionante, de manera que consideró que no es esta la entidad la competente para satisfacer las pretensiones del mismo.

Sobre la dotación de elementos de aseo afirmó que es competencia del INPEC, conforme al decreto 4151 de 2011 y la ley 65 de 1993, es esa entidad la que debe promover la ejecución de programas de Atención Social y tratamiento penitenciario, así como la atención y tratamiento de personas privadas de la libertad, para lo que anualmente asigna unas partidas presupuestales a los Establecimientos Carcelarios para adquisición y suministro a los internos de elementos como colchonetas, sábanas, sobre sabanas, cobijas, almohadas y elementos de aseo personal.  Al respecto, mediante la resolución  000775 del 29 de marzo de 2017 se asignaron al EPMSC de Anserma, Caldas un total de $29.737.505 en recursos de dotación.  Así pues no encontró violación a derechos fundamentales, quedando la USPEC sin competencia para satisfacer la pretensión de la acción de tutela.

Sobre el sistema de salud recordó que los trámites y la prestación del servicio le corresponde al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, razón por la cual frente a la acción de tutela, aseguró haber desplegado gestiones ante el Representante Legal  de dicho consorcio con el fin de que dieran cumplimiento al fallo.

Por lo anterior, solicitó se revocara el numeral segundo de la parte resolutiva del fallo y se desvinculara a la USPEC del trámite tutelar, toda vez que esta no tiene la competencia para asumir funciones que están fuera de lo estipulado en el decreto de su creación.  (Fls.124-139). 
3.3. Mediante auto del  7 de junio del 2017 el A quo ordenó enviar las diligencias a esta Sala por la impugnación a la sentencia de la Dirección Nacional del INPEC y la USPEC (folio 157)
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA
6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción constitucional, de acuerdo a lo establecido en el  artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 que señala que cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial le será repartida al respectivo superior funcional del accionado, que en este caso viene a ser esta Corporación.

6.2. Antes de establecer el problema jurídico que debe resolver esta Sala, se entrará a determinar si el abogado Holmes Orlando Trejos Girón, estaba legitimado para actuar como agente oficioso de los señores  Gustavo Correa Moncada, Víctor Hugo Posada Isaza y Dorian Alexis Restrepo Osorio.  Al respecto, el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 dispone que
 “La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.
También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud.
También podrá ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipal”
Frente a la norma antes citada, la Corte Constitucional en su jurisprudencia ha reiterado que el  marco normativo y la jurisprudencia  permiten la interposición de la acción de tutela por medio de un tercero cuando éste actúa, sin la mediación de poderes, en favor de quien se encuentra imposibilitado para promover su propia defensa ante el juez de tutela. En tal sentido, dicho Tribunal en la Sentencia T- 017 de 2014 indicó los requisitos de procedencia para el agente oficioso en la presentación del amparo:
 “(i) El agente oficioso manifieste actuar en tal sentido; y, (ii) de los hechos y circunstancias que fundamentan la acción, se infiere que el titular de los derechos fundamentales presuntamente conculcados se encuentra en circunstancias físicas o mentales que le impiden su interposición directa. Adicionalmente, la Corte ha precisado que, en todo caso, las condiciones normativas y jurisprudenciales para el ejercicio legítimo de la agencia oficiosa en materia de tutela, deben ser valoradas por el juez constitucional a la luz de las circunstancias particulares del caso puesto a su consideración.”
 
Igualmente, la Corte Constitucional en la Sentencia T-529 de 2015 señalo que cuando la acción de tutela es interpuesta por intermedio de agente oficioso, la jurisprudencia constitucional ha señalado los siguientes elementos normativos: 
“(i) el agente oficioso debe manifestar que está actuando como tal; (ii) del escrito de tutela se debe poder inferir que el titular del derecho está imposibilitado para ejercer la acción de tutela, ya sea por circunstancia físicas o mentales; (iii) la informalidad de la agencia, pues esta no implica que deba existir una relación formal entre el agente y los agenciados; (iv) la ratificación de lo actuado dentro del proceso[19].

 

Los dos primeros elementos, es decir la manifestación del agente y la imposibilidad del agenciado para actuar son constitutivos y necesarios para que opere esta figura. El tercer elemento es de carácter interpretativo y el cuarto que versa sobre la ratificación, se refiere cuando el agenciado ha realizado actos positivos e inequívocos, esta actitud permite sustituir al agente”.  
(…)  Al momento de verificar el cumplimiento de los dos requisitos constitutivos de la agencia oficiosa, la jurisprudencia constitucional ha utilizado un criterio flexible. Específicamente, ha considerado que la efectividad de los derechos fundamentales le impone un deber de cautela al juez constitucional, de tal manera que si de la situación fáctica se infiere que el agenciado se encuentra en imposibilidad razonable de hacer uso del amparo por su propia cuenta, deberá entenderse que se ha perfeccionado la agencia a pesar de que el agente oficioso no haya puesto de presente la respectiva imposibilidad de manera expresa. Así mismo, respecto al requisito de manifestar que se actúa bajo la condición de agente, la Corte ha realizado interpretaciones dirigidas a restarle rigidez a esta exigencia según las circunstancias de cada caso. 
(Subrayas nuestras)
 

De acuerdo a lo anterior, en el caso que nos ocupa, se evidencia que el abogado Holmes Orlando Trejos Girón, quien fungió como defensor público de los señores Víctor Hugo Posada Isaza y Dorian Alexis Restrepo Osorio, lo que se desprende del acta de las audiencias preliminares del 22 de abril de 2017 realizadas por el Juzgado Promiscuo Municipal con función de control de Garantías de Balboa, Risaralda (folio 1), y defensor público del señor Gustavo Correa Moncada, según acta de audiencias preliminares del 13 de marzo de 2017 llevadas a cabo por el Juzgado 2º Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, Risaralda (folio 5), manifestó en el escrito introductorio de la demanda de tutela que actúa como agente oficioso de los señores Víctor Hugo Posada Isaza, Dorian Alexis Restrepo Osorio y Gustavo Correa Moncada (folio 19).

En segundo lugar, el agente oficioso demostró que los señores Víctor Hugo Posada Isaza, Dorian Alexis Restrepo Osorio y Gustavo Correa Moncada estaban recluidos en las instalaciones la Estación de la Policía de Belén de Umbría, en un cuarto de un metro cuadrado (folio 20), por lo que se infiere la imposibilidad de interponer la acción de tutela, a su vez, esta condición es confirmada no sólo con los diferentes oficios que se allegaron con la demanda de tutela en los que se pusieron de presente la situación por la que estaban atravesando los agenciados, sino por lo consignado en la inspección judicial  realizada por la A quo el 25 de mayo de 2017 (folio 81).

Por lo anterior, esta Sala concluye que el abogado Holmes Orlando Trejos Girón estaba legitimado para actuar como agente oficioso de los señores Víctor Hugo Posada Isaza, Dorian Alexis Restrepo Osorio y Gustavo Correa Moncada y en tal sentido, no era necesario que hubiera presentado el poder por parte de los agenciados.

6.2. Problema jurídico
Corresponde a esta Sala determinar si la decisión tomada en primera instancia se ajustó a los lineamientos legales y constitucionales o si por el contrario, hay lugar a revocarla, tal como lo indicaron los impugnantes.
6.3. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.  

Por ello se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela, está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u ofensa concreta frente a una persona determinada.  La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es el de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así:  “…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”
 

6.5. Derechos de las personas privadas de la libertad, de acuerdo a la jurisprudencia de la Corte al declarar el estado de cosas inconstitucional en el sistema penitenciario y carcelario en la sentencia T-388 de 2013, razonó esta Corte: “Las personas privadas de la libertad enfrentan una tensión sobre sus derechos, dada la doble condición que tienen. Son acusados de ser criminales, o han sido condenados por serlo, y en tal medida, se justifica la limitación de sus derechos fundamentales, comenzando por la libertad. Sin embargo, teniendo en cuenta, a la vez la relación de sujeción en que se encuentran las personas privadas de la libertad, surgen razones y motivos para que se les protejan especialmente sus derechos. Esta tensión constitucional que surge entre ser objeto de especiales restricciones sobre sus derechos fundamentales y, a la vez, ser objeto de especiales protecciones sobre sus derechos fundamentales, lleva a actitudes y políticas contradictorias. Una política criminal y carcelaria respetuosa de la dignidad humana, debe lograr un adecuado balance entre una y otra condición que se reúnen en las personas privadas de la libertad.”
Y en la Sentencia T-151 de 2016 la Corte Constitucional señaló lo siguiente con respecto a los derechos de las personas privadas de la libertad:

“…Por ello, aunque el ejercicio excepcional del poder punitivo del Estado lleve en algunos eventos implícita la restricción del derecho a la libertad personal,  existen derechos que no pueden ser restringidos a los reclusos y respecto de los cuales surge para el Estado una posición de garante de la cual se derivan concretas y exigibles deberes de respeto, garantía y protección, vr gratia, el derecho a la vida, integridad personal, a la salud y a no ser sometido a torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes.
Este deber de garantía de ciertos derechos existe desde el momento mismo en que la persona queda sometida a la privación de la libertad por orden de autoridad o flagrancia, sin importar la posición que tenga el interno respecto de la actuación penal: sindicado, imputado, enjuiciado o condenado. En este sentido la jurisprudencia constitucional ha indicado que los derechos a la vida, a la integridad personal y a la salud, permanecen intactos y no pueden resultar afectados ni en mínima parte a lo largo del período de detención cautelar ni durante el tiempo necesario para el pago de la pena impuesta; “De ello se hace responsable el Estado desde el momento mismo de la captura o entrega del detenido o condenado y hasta el instante en que readquiera su libertad”
.
Para que ello sea así, las entidades que hacen parte del Sistema Nacional Penitenciario y Carcelario
 deben respetar los derechos de la población reclusa y generar condiciones de privación de la libertad acordes con los requerimientos mínimos para cumplir las medidas impuestas
.”  (Subrayas nuestras)
6.6. CASO EN CONCRETO
6.6.1. En el caso sub examine, la Sala observa que  a los señores Víctor Hugo Posada Isaza, Dorian Alexis Restrepo Osorio y Gustavo Correa Moncada se les impuso medida de aseguramiento de detención preventiva en el centro carcelario de Anserma, Caldas, a partir de las decisiones tomadas por los jueces de garantías el 22 de abril de 2017 para los dos primeros y el 13 de marzo de 2017 para el último de los actores; sin embargo, desde esa fecha se encuentran confinados en los calabozos de la estación de la Policía Nacional de Belén de Umbría, pese a las diferentes solicitudes que el Investigador Criminal de la Unidad Básica de Belén de Umbría ha hecho al Director del establecimiento carcelario y penitenciario de mediana seguridad de Anserma, Caldas, para que sean recibidos en cumplimiento a las boletas de detención expedidas por los juzgados de control de garantías desde que llevaron a cabo las respectivas audiencias preliminares en contra de los agenciados. 
6.6.2.  El Artículo 304 de la Ley 906 de 2004 señala que: “cuando el capturado deba privarse de la libertad, una vez se imponga la medida de aseguramiento o la sentencia condenatoria, el funcionario judicial a cuyas órdenes se encuentre lo entregará inmediatamente en custodia al INPEC o a la autoridad del establecimiento de reclusión que corresponda, para efectuar el ingreso y registro al Sistema Penitenciario y Carcelario. Antes de los momentos procesales indicados el capturado estará bajo la responsabilidad del organismo que efectuó la aprehensión.

La remisión expresará el motivo, la fecha y la hora de la captura.

En caso de que el capturado haya sido conducido a un establecimiento carcelario sin la orden correspondiente, el director la solicitará al funcionario que ordenó su captura. Si transcurridas treinta y seis (36) horas desde el momento de la captura no se ha satisfecho este requisito, será puesto inmediatamente en libertad.

De igual forma deberá cumplirse con carácter inmediato la comunicación al funcionario judicial cuando por cualquier motivo pierda vigencia la privación de la libertad, so pena de incurrir en las sanciones previstas en la ley.

La custodia referida incluye los traslados, remisiones, desarrollo de audiencias y demás diligencias judiciales a que haya lugar.

PARÁGRAFO. El Director del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, INPEC, ordenará el traslado de cualquier imputado afectado con medida de aseguramiento, consistente en detención preventiva, cuando así lo aconsejen razones de seguridad nacional, orden público, seguridad penitenciaria, descongestión carcelaria, prevención de actividades delincuenciales, intentos de fuga, o seguridad del detenido o de cualquier otro interno.

En estos eventos, el Director del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC, informará del traslado al Juez de Control de Garantías y al Juez de Conocimiento cuando este hubiere adquirido competencia. El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC– está obligado a garantizar la comparecencia del imputado o acusado ante el Juez que lo requiera, mediante su traslado físico o medios electrónicos.”
6.6.3. Por su parte, el artículo 35 de la Ley 65 de 1993, dispone lo siguiente: “ARTICULO 35. EJECUCION DE LA DETENCION Y DE LA PENA. Son funcionarios competentes para hacer efectiva las providencias judiciales sobre privación de la libertad en los centros de reclusión, el Director General del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, los Directores Regionales y los directores de los establecimientos enunciados en el Titulo II.”
6.6.4.  Así las cosas, en el caso bajo estudio, la Sala observa que la permanencia de los accionantes en la estación de la Policía Nacional de Belén de Umbría era temporal, por cuanto la custodia de los mismos ante medida de aseguramiento impuesta por los jueces de garantías debía estar a cargo del INPEC por ser la institución responsables de su reclusión; de tal modo, que no es de recibo el argumento y solicitud de la Dirección Nacional del INPEC en cuanto a que se debió integrar y vincular tanto a los Municipios de Anserma y Belén de Umbría y a la Gobernación de Risaralda, para que desplegaran las gestiones tendientes a crear sitios especiales en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley 65 de 1993, tal como lo fundamentó en la impugnación cuando consideró que conforme a ese precepto legal era competencia de las entidades territoriales la dirección, organización, administración, sostenimiento y vigilancia de las cárceles para las personas detenidas preventivamente y condenadas por contravenciones que impliquen privación de la libertad.
6.6.5. En esas condiciones, no puede el INPEC desatender las obligaciones que le fueron impuestas en el presente fallo, precisamente porque a ella compete la inspección y vigilancia de las cárceles; así mismo, disponer del traslado de los internos condenados de un establecimiento a otro, máxime que en este caso en específico el personal de la estación de la Policía Nacional de Belén de Umbría, más exactamente el Investigador de la Dirección de Investigación Criminal e Interpol de Risaralda de Belén de Umbría, Rda.,  Intendente Darwin Ortiz Zambrano tuvo que rendir varios informes con respecto al accionante, señor  Gustavo Correa Moncada quien había sido capturado por el delito de homicidio, dirigidos  al Comandante Tercer Distrito de la Policía de Belén de Umbría, Rda., y al jefe Seccional de Investigación Criminal de Risaralda, en los que puso de presente que el señor Correa Moncada había atentado contra de su integridad personal al propinarse golpes en su cabeza e hiriéndose con sus uñas en todo el cuerpo (Fls.  11 y 13), por lo que debió solicitar al Hospital Universitario San Jorge de ese municipio para que lo valoraran (Fl. 17), lo que ocasionó una situación grave de violación de los derechos de esa persona privada de la libertad por no haber sido recibida por el personal del EPMSC de Anserma, Caldas.   Como consecuencia de estas circunstancias, no es procedente la desvinculación o nulidad del trámite pretendida por el INPEC.
6.6.6. Por lo tanto, se reitera que la detención de los accionantes en la estación de policía de Belén de Umbría era transitoria, y en tal sentido, desde el momento en que a los accionantes se les libró boleta de detención quedaron a disposición del INPEC, y no de la Policía Nacional quienes debieron encargarse de la custodia de los actores, máxime que de la inspección judicial realizada el 25 de mayo de 2017 a la estación de policía  aludida y de las fotografías tomadas al lugar donde se encontraban los señores Gustavo Correa Moncada, Víctor Hugo Posada Isaza y Dorian Alexis Restrepo Osorio, se pudo establecer que sus instalaciones no cumplen con las reglas mínimas de respeto por sus derechos fundamentales (Fls. 81-83).   En tal sentido, las órdenes dadas por la jueza de primer nivel para que el INPEC Regional Viejo Caldas y el EPMSC para que recibieran   a los actores en este centro carcelario de Anserma, Caldas devienen acertadas pues a través de las mismas no se busca cosa distinta a que esas entidades cumplan con sus obligaciones legales.

6.6.7.  Por otro lado, la USPEC solicitó que se revocara el numeral segundo, aunque debe aclararse que la orden dada por la juez de primer  grado a esa entidad quedó dispuesta en el numeral 4º.   Ahora bien, con respecto a las funciones y competencias para lo cual fue creada esa Unidad, la Ley 1709 de 2014, señaló lo siguiente en los artículos 64, 67, 68 y 105, lo siguiente:

“Artículo 64. Celdas y dormitorios. Las celdas y dormitorios permanecerán en estado de limpieza y de aireación. El Inpec y la Uspec tienen el deber de amoblar los dormitorios, dotarlos de ropa apropiada y de condiciones necesarias para el adecuado descanso nocturno. Los demás elementos permitidos serán señalados en el reglamento general.
Los dormitorios comunes y las celdas, están cerrados durante el día en los términos que establezca el reglamento. Los internos pasarán a aquellos, a la hora de recogerse y no se permitirán conductas y ruidos o voces que perturben el reposo.
La limpieza del establecimiento estará a cargo de los internos. En el reglamento se organizará la forma de prestarse este servicio por turnos y de manera que a todos corresponda hacerlo. El aseo del alojamiento individual y su conservación el estado de servicio, será responsabilidad del interno que lo ocupa. Las labores aquí enunciadas, no forman parte del régimen ocupacional para la redención de la pena.
Deberán adoptarse las medidas necesarias a fin de eliminar las barreras físicas de las personas en situación de discapacidad, mejorando las condiciones de accesibilidad y creando celdas especiales que se adapten a sus necesidades particulares.
“Artículo 67. Provisión de alimentos y elementos. La Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (Uspec) tendrá a su cargo la alimentación de las personas privadas de la libertad.
Cuando resulte necesario y únicamente por razones de salud, el médico podrá establecer la modificación del régimen alimentario de las personas privadas de la libertad o podrá autorizar que estas se provean su propia alimentación desde el exterior del establecimiento penitenciaria siempre y cuando se cumpla con las condiciones de seguridad e higiene del mismo. En los demás casos solo podrá ser autorizado por el Consejo de Disciplina. Se tendrán en cuenta, en todo caso, las convicciones religiosas de la persona privada de la libertad.
Bajo ninguna circunstancia las personas privadas de la libertad podrán contratar la preparación de alimentos al interior de los centros de reclusión. Está prohibida la suspensión o limitación de la alimentación como medida disciplinaria.”

“Artículo 68. Políticas y planes de provisión alimentaria. La Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (Uspec) fijará las políticas y planes de provisión alimentaria que podrá ser por administración directa o por contratos con particulares. Los alimentos deben ser de tal calidad y cantidad que aseguren la suficiente y balanceada nutrición de las personas privadas de la libertad. La alimentación será suministrada en buenas condiciones de higiene y presentación. Los internos comerán sentados en mesas decentemente dispuestas.
En la manipulación de los alimentos se deberá observar una correcta higiene. Los equipos de personas encargadas del mantenimiento de las cocinas de los establecimientos penitenciarios deberán conservarlas limpias y desinfectadas evitando guardar residuos de comida y dándoles un uso correcto a los utensilios, de conformidad con el manual que para tal efecto expida la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (Uspec).”
“Artículo 105. Servicio médico penitenciario y carcelario. El Ministerio de Salud y Protección Social y la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (Uspec) deberán diseñar un modelo de atención en salud especial, integral, diferenciado y con perspectiva de género para la población privada de la libertad, incluida la que se encuentra en prisión domiciliaria, financiado con recursos del Presupuesto General de la Nación. Este modelo tendrá como mínimo una atención intramural, extramural y una política de atención primaria en salud.
La Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (Uspec) será la responsable de la adecuación de la infraestructura de las Unidades de Atención Primaria y de Atención Inicial de Urgencias en cada uno de los establecimientos Penitenciarios y Carcelarios en los cuales se prestará la atención intramural, conforme a los que establezca el modelo de atención en salud del que trata el presente artículo.”
(Subrayas propias)

6.6.8.  Ahora bien, el artículo 4º de la Ley 4150 de 2011 “Por el cual se crea la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios - SPC, se determina su objeto y estructura” señala que “La Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios - SPC, tiene como objeto gestionar y operar el suministro de bienes y la prestación de los servicios, la infraestructura y brindar el apoyo logístico y administrativo requeridos para el adecuado funcionamiento de los servicios penitenciarios y carcelarios a cargo del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - INPEC.”  Significa lo anterior, que la USPEC es la entidad encargada de la alimentación de las personas privadas de la libertad   y en tal sentido, el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de esa Unidad indicó en la impugnación que el INPEC coadyuva con la garantía de la prestación de ese servicio estableciendo un Comité de Seguimiento al Suministro de la Alimentación COSAL, quienes deben realizar seguimiento al cumplimiento del servicio de alimentación, gramaje, cumplimiento de horarios de distribución, inspección de calidad de la materia prima empleada en la preparación de los alimentos.  Al respecto cabe precisar que la celebración de estos contratos en ningún caso tiene como consecuencia la trasferencia de esa responsabilidad estatal al contratista y por lo tanto, la USPEC debe velar por que a la población carcelario se le brinde una adecuada alimentación.  Igualmente, la normas transcritas disponen que  la  USPEC tiene la función de designar la entidad prestadora de salud a través de la cual se brinde el servicio médico a la población reclusa a cargo del INPEC, garantizar la calidad del servicio prestado y acondicionar las instalaciones de los centros de reclusión de modo que ofrezcan las condiciones mínimas que permitan la atención médica integral y oportuna a los reclusos. 
En tal virtud, no puede la USPEC desatender las obligaciones que le fueron impuestas por la A quo en el numeral cuarto del fallo de tutela que se estudia, en el entendido que de acuerdo a sus competencias y funciones legales y constitucionales, deberá gestionar y operar el suministro adecuado de la prestación de los servicios alimenticios, salud e infraestructura para la Cárcel de Anserma, Caldas.  Como consecuencia de estas circunstancias, no es procedente lo pretendido por la USPEC en su impugnación.

Por lo discurrido, se confirmará la decisión de primera instancia. 

DECISIÓN
Con base en las anteriores consideraciones, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida el fallo del 26 de mayo de 2017 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, Rda. dentro de la acción de tutela instaurada por el abogado Holmes Orlando Trejos Girón actuado como agente oficioso de los señores Gustavo Correa Moncada, Víctor Hugo Posada Isaza y Dorian Alexis Restrepo Osorio  en contra del INPEC y otros. 

SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria

� Corte Constitucional. Sentencia T -254 de 1993 


� “habiendo sido prohibida en el sistema colombiano la pena de muerte (art. 11 C.P.) y estando proscrita toda clase de castigos que impliquen tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes (art. 12 C.P.), los derechos a la vida, a la integridad personal y a la salud, en conexión con aquéllos, permanecen intactos. Es decir, no pueden resultar afectados ni en mínima parte durante el tiempo necesario para el pago de la pena impuesta o a lo largo del período de detención cautelar. De ello se hace responsable el Estado desde el momento mismo de la captura o entrega del detenido o condenado y hasta el instante en que readquiera su libertad.” Corte Constitucional, sentencia T-535-98


� Ley 1709 de 2014, artículo 7, que modificó el artículo 15 de la Ley 65 de 1993.


� En este sentido el artículo 4 de la Ley 1709 de 2014, que modificó el artículo 5 de la Ley 65 de 1993, prevé que: “En los establecimientos de reclusión prevalecerá el respeto a la dignidad humana, a las garantías constitucionales y a los Derechos Humanos universalmente reconocidos. Se prohíbe toda forma de violencia síquica, física o moral.


Las restricciones impuestas a las personas privadas de la libertad estarán limitadas a un estricto criterio de necesidad y deben ser propor�cionales a los objetivos legítimos para los que se han impuesto.


Lo carencia de recursos no podrá justificar que las condiciones de reclusión vulneren los derechos fundamentales de las personas privadas de la libertad.”
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